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Causa n° 53.493             “D., R. V.
                             c/ Sucesores de D., P.          

                             V. M. y otro

        s/ Acción de impugnación y de 

        reclamación de filiación    

        extramatrimonial”

                               Juzg. Civ. y Com.N°4  – Azul.            

                                    Reg....25...Sent.

En la ciudad de Azul, a los 31 días del mes de marzo del año Dos Mil Diez, reunidos en Acuerdo Extraordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Departamental, Sala II, Doctores Jorge Mario Galdós y Ana María De Benedictis, encontrándose excusado el Dr.Víctor Mario Peralta Reyes (conf. fs.710; arts.47 y 48 ley 5.827), para dictar sentencia en los autos caratulados: “D., R. V. C/SUCESORES DE D., P. V. M. Y OTRO S/ACCIÓN DE IMPUGNACIÓN Y DE RECLAMACIÓN DE FILIACIÓN EXTRAMATRIMONIAL” (Causa N° 53.493), habiéndose procedido oportunamente a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C., resultando de ella que debían votar en el siguiente orden: Dr. GALDÓS – Dra. DE BENEDICTIS. 

         Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

-C U E S T I O N E S-

          1ª. ¿Procede dictar una medida para mejor proveer?

          2ª. ¿Es justa la sentencia de fs. 777/785?

          3ª. ¿Se encuentra ajustada a derecho la regulación
               apelada?
          4ª. ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

-V O T A C I O N-

                      A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Señor Juez Dr. GALDÓS, dijo:     

I. La señora R. V. D., por derecho propio, promovió demanda contra los sucesores de P. V. M. D. y contra el señor J. C. C. (fs. 11/18 vta.). Contra los primeros planteó la impugnación de la filiación paterna; contra el segundo, el reconocimiento de la filiación como hija extramatrimonial. Por los sucesores de D. se presentó la señora Defensora Oficial n° 1 (fs. 74/76), objetando su intervención; eventualmente, al contestar el traslado solicitó el rechazo de la demanda. El Juzgador de grado tuvo por contestada la demanda (fs. 77).

El demandado C., por representante convencional, compareció a estar a derecho y contestó la demanda (fs. 83/88) solicitando su rechazo con costas. Posteriormente, ocurrido el fallecimiento de C., se presentaron en autos, también por representante convencional, la señora M. A. S. (fs. 372) y G. C. M.. C. (fs. 397 y 435).

II. El señor Juez “a quo” dictó sentencia (fs. 777/785),  receptando la demanda entablada y dispuso desplazar a P. V. M. D. como padre de R. V. D., emplazando en tal carácter a J. C. C.; ordenando, consecuentemente se sustituya el apellido D. por C.. El decisorio se fundó en los siguientes argumentos:

                      - Fallecido C., se realizó la prueba en base a las muestras tomadas de su cadáver. La experta de la Asesoría Pericial La Plata -Licenciada M.A.P.-   expresó que "los cálculos realizados sobre la base de los resultados obtenidos indican una probabilidad de paternidad (W) estimada de 99.999% y un índice de paternidad (IP) estimado de 101.106. Esto significa que resulta 101.106 veces más probable que el padre alegado sea el padre biológico respecto de que lo fuera cualquier individuo de la población general." (fs. 615/616). Los porcentajes indicados por la experta permiten arribar casi a la certeza absoluta de paternidad sin necesidad de presumirla sólo en el hecho probado de las relaciones sexuales. Constituye plena prueba respecto del hecho que se cuestiona.

                      - Si bien la pericia fue objeto de incidente de nulidad, el mismo fue rechazado (fs. 669/675) y, apelada la resolución, resultó confirmada por este Tribunal, por ello se aprobó la citada pericia, en virtud de las reglas de la sana crítica y en la imposibilidad de oponerle a sus conclusiones argumentos científicos o el valor de otros medios de prueba que la contradigan. Por lo demás destacó el valor científico de la prueba biológica.

                      - La testigo H. E. F. (fs. 201/202), manifestó que trabajó durante cuatro años empleada doméstica -hasta que la actora tenía dos años-, en la casa de su madre ; relata que C. llegaba a la casa de lunes a viernes a las 9:30 horas y que ingresaba al dormitorio con ella; que al mediodía, cuando la testigo se retiraba todavía permanecían en él. En igual sentido depuso el testigo L. N. B. (fs. 209/210).

                      - En base a las pruebas producidas concluyó que obran reunidos en autos elementos suficientes que permiten excluir a P. V. M. D. como progenitor de R. V. D. y determinar la paternidad de J. C. C. y, en consecuencia, hacer lugar a la demanda promovida por impugnación de reconocimiento de filiación y de reclamación de filiación, declarándola hija de éste (arts. 247, 252, 253, 254, 259 y concs., Código Civil; arts. 68, 384, 456, 474 y concs., C.P.C.C.)

                      - En lo atinente al reclamo por daño moral, y para desestimarlo, se tuvo en cuenta que el demandado J. C. C. estaba imposibilitado legalmente para efectuar el reconocimiento filiatorio. El señor D. se beneficiaba con la presunción de paternidad por ser el marido de la madre de la actora, requiriéndose la previa impugnación de la filiación, para lo cual carecía de legitimación (arts. 243, 250 y 259, C.C.). En un caso similar fue resuelto por esta Sala resolvió el rechazo de la indemnización por daño moral. "El único camino para impugnar una filiación matrimonial está dado por la acción que el art. 259 del Código Civil le confiere al marido y al hijo a efectos de desvirtuar mediante prueba en contrario la presunción "iuris tantum" que establece el art. 243 del mismo ordenamiento”. La interpretación literal del artículo 259 del Código Civil, indica que la enumeración de los legitimados es taxativa. La omisión en que incurrió C. de reconocer a su hija biológica, no es antijurídica, porque medió una causal de justificación, al impedir el régimen legal vigente, el ejercicio de la acción para conferirle a su hijo la identidad biológica (arts. 243, 245, 250, 258, 259, Código Civil). El acto de no reconocimiento resulta justificado, en su materialidad antijurídica (arts.1066, 1109, 3296 bis, Código Civil), por una norma legal (art. 259 Cód. Civil) que excluye la ilicitud (arts. 1067, 1078, Código Civil) y, por consiguiente, no hay daño moral resarcible irrogado a la joven actora. Se rechaza el daño extrapatrimonial pretendido, con costas a la accionante (art 68 del CPCC).

                      Las costas del proceso por la acción de impugnación de filiación las impuso por su orden (art. 68 segunda parte del CPCC) y por la acción por filiación extramatrimonial a los sucesores de J. C. C.: M. A. S., y G. C. M. C. (art 68 del CPCC).
                      III. Apeló J. C. C. (fs. 809 y vta.), siéndole concedido el recurso libremente (fs. 810). Fundado en tiempo y forma (fs. 859/866), se sustanció (fs. 867/868 vta.) y fue contestado (fs. 872/875 vta.).

Apelaron también los apoderados por la parte demandada (fs. 813 y vta.), siéndole concedido el recurso libremente (fs. 814). Con relación a la apelante M. L. S., se declaró desierto el recurso (fs. 867/868 vta.) e inadmisible el remedio extraordinario (fs. 885 y vta.). Apelaron los Dres. I. A.E. y G. T., por estimar bajos los honorarios regulados (fs. 822/829 vta.), siendo concedido el recurso en relación (fs. 830).

La impugnación de los letrados radica en el monto regulado en concepto de honorarios, por la representación que tuvieron de la actora, que reputan bajos, y critican la base regulatoria utilizada. Detallan las tareas profesionales cumplidas resaltando la naturaleza de los procesos deducidos –de impugnación y de reclamación de la filiación- a las que se adicionaron daños y perjuicios, postulando que entre las pautas regulatorias se pondere el patrimonio eventual del demandado, citando jurisprudencia que consideran de aplicación analógica. Luego de otras consideraciones destacan que no puede prescindirse del contenido patrimonial del proceso.

                      El recurrente G. C. C. se agravia porque no se produjo prueba alguna para descartar la paternidad de D. La pretensión se acogió por la exclusión propia de otra filiación. La prueba biológica producida en el segundo proceso, sirvió para el primero, y esa prueba es objetable tanto por razones procesales como científicas. La testimonial no es suficiente, porque sirve también para sustentar una conclusión contraria. Además planteó objeciones a la idoneidad y a la fuerza convictiva de la prueba biológica. Dichas observaciones son las que señala la doctora A.M.d.L. en el informe acompañado a su requerimiento y que el impugnante transcribe, y que –en lo sustancial- cuestiona la metodología, el procedimiento y las conclusiones de la perito oficial.                                               

                      La Fiscalía General dictaminó propiciando la confirmación del fallo en crisis (fs. 877/878). Consideró que es inapropiado abordar, en este estadio procesal, lo concerniente a la impugnación procesal de la pericia realizada en sede judicial (fs. 615/616); ello así, en virtud de haber recibido tratamiento en segunda instancia (fs. 867/868 vta.), habiendo operado el principio de preclusión y la cosa juzgada. Por otra parte, se enfatiza la importancia, confiabilidad y relevancia de la prueba de histocompatibilidad (HLA), mediante la cual el sentenciante ha tenido por acreditado el nexo biológico de la actora con quien en vida fuera J. C. C.. También resalta la naturaleza de los derechos en juego, el compromiso del interés general, la intensa relación entre el derecho sustancial y formal y, en suma, la protección constitucional del derecho a la identidad. Destaca la necesidad de honrar los deberes de cooperación y colaboración, los principios de buena fe, de no protección del ejercicio abusivo del derecho, solidaridad y carga dinámica de la prueba; todo lo cual adquiere mayor significación en este tipo de proceso. Se señaló la conducta procesal del extinto C., quien impidió la realización del examen genético.

                      Promovido a fs.625/630 incidente de nulidad de la pericia, se lo desestimó en Primera Instancia (fs.669/675), en sentencia que confirmó este Tribunal (fs.711/718), rechazándose a fs.747/748 el recurso extraordinario de nulidad interpuesto.

                      También en la Alzada a fs.867/868 se declaró la extemporaneidad de la fundamentación del recurso de apelación deducido por M. A. S. de C., rechazándose a fs.885 y vta. el recurso extraordinario interpuesto. En esa resolución de fs.867/868 se desestimó la apertura a prueba en esta instancia y se difirió la solicitud subsidiaria de que se dictara esa medida para mejor proveer (fs.803 punto 41 y fs.868vta. punto I.V.3).

                      A fs.884 se llamaron autos para sentencia, providencia que resultó consentida por lo que habiéndose practicado el sorteo de ley (fs.889vta.) el expediente se encuentra en condiciones de ser resuelto.

                      IV. La respuesta a la primera cuestión es negativa.

                      El tratamiento del pedido de que se emita una medida para mejor proveer, introducido subsidiariamente a fs.863vta. quedó diferido –y consentido- , para cuando “la causa pasa a estudio y conocimiento de los jueces (art.36 inc.2 C.P.C.; Azpelicueta-Tessone, “La Alzada. Poderes y deberes”, Ed. Platense, 1993, pág.123 y sgtes.).   

                      Así las cosas, no corresponde ordenar la medida impetrada porque el proceso civil se rige por el principio dispositivo y resulta una facultad privativa del órgano jurisdiccional que puede o no ser ejercida en oportunidad procesal pertinente” (art.36 inc.2 C.P.C.; esta Sala causa N°51254, 13/11/2008 “C. M.A. c/C.L.M. s/Filiación”). En palabras de la Suprema Corte “la adopción de medidas para mejor proveer para esclarecer la verdad de los hechos controvertidos es atribución privativa de los jueces de mérito, y está librada a la iniciativa y prudente arbitrio de éstos…” (S.C.B.A. Ac.48476, 16/6/92 “Banco de Galicia y Buenos Aires”; Ac.68781, 22/3/2000 “Aroca”).                   

Así lo voto.

A la misma cuestión la Sra.Juez Doctora DE BENEDICTIS votó en idéntico sentido.

                      A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Señor Juez Dr.GALDÓS, dijo:                         
I. El recurso contra la sentencia definitiva no es procedente. Y como el análisis de las cuestiones planteadas radica, en esencia, en el valor y eficacia probatoria de la prueba biológica practicada, abordaré su examen de modo conjunto para definir las dos pretensiones acumuladas: la exclusión de la paternidad de P. V. M. D. y su emplazamiento a  J. C. C., con relación a la actora R. V. D. (arts.251, 252, 253, 254, 256, 259 y concs. Cód.Civ.).

El punto de partida, y pese a la alegación de la demandada (conf. fs.859/860vta., punto 1.2, “Cuestión procesal previa”) es la firmeza que adquirió –como acto procesal válido y eficaz- la prueba pericial de A.D.N. practicada (conf. fs.614/616 y fs.664) como consecuencia de la desestimación del incidente de nulidad deducido a fs.625/630 (conf. sentencia interlocutoria de  fs.669/675, confirmada a fs.711/718 y fs.747; arts.169, 170 y concs. C.P.C.). Destaco que, por ello, no procede reeditar los fundamentos y argumentos con los que se concluyó en la validez extrínseca de la pericia mencionada y de la regularidad del trámite procesal que la precedió, lo que –reitero- queda fuera de toda consideración, tal como lo reconoce el mismo apelante (fs.861, punto 3.2 “Critica a la prueba biológica”).

Así las cosas, no está en tela de juicio la importancia de las pruebas biológicas en los procesos de filiación, lo que fue destacado por este Tribunal, con antelación, cuando señaló que “hoy existe consenso que las modernas pruebas biológicas resultan esenciales para atribuir o descartar la paternidad, conforme el avance de la ciencia, y constituyen un ejemplo de lo que en el proceso civil de hogaño se califica de proceso complejo en el que, en lo sustancial, su resultado depende de la eficacia pericial. En palabras civilísticas, en términos generales, en la actualidad las pruebas del HLA y de tipificación del ADN permiten afirmar la existencia de paternidad o maternidad con un elevado monto de certeza, tanto que el juicio de filiación es hoy de neto corte pericial, como se ha dicho. Si las conclusiones de las pericias arrojan un índice de paternidad probada (99% o más), es casi ocioso preguntarse acerca de otras circunstancias que, antes, permitían inferir sólo presunciones hóminis (Chieri, Primarosa-Zannoni,Eduardo “Prueba del ADN”, pág. 190/191; Zannoni Eduardo “Derecho de Familia” T.II p.461 Nº1049; esta Sala causas Nº46869 del 27/7/04; N°47494 del 15/02/05; N° 49237, 04/05/06 “Reynoso”; en esa orientación esta Sala causas N°46961 y N°46987, ambas del 31/05/05, con nota de Medina Graciela-Guevara Cynthia-Senra María Laura “La falta de reconocimiento del hijo extramatrimonial no siempre origina la obligación de reparar el daño moral”. L.L.B.A. 2005-767).

                      Esa es la doctrina legal de la Casación Bonaerense que enfatizó que “el art.253 del Código Civil (T.O. ley 23.264) admite las pruebas biológicas en los juicios de filiación (y) ello implica que el legislador da preponderancia a este tipo de pruebas en esta clase de procesos debido al alto grado de precisión que arrojan los estudios de ADN en la determinación de la paternidad o la maternidad. Es, precisamente, en virtud de la certeza que otorgan de más del 99%, que algún autor ha sostenido que los juicios de filiación se han transformado en procesos eminentemente periciales” (Hass, Emilio-Raimondi Eduardo-Verruno Luis en L.L.1990-A794; S.C.B.A. AC.96140, 17/6/2009 “P.M. c/M.G.s/reconocimiento de filiación paterna extramatrimonial”). Esa interpretación es invariablemente seguida por los restantes tribunales que, coincidentemente, han calificado al valor probatorio de estos estudios como “relevantes y decisivos” (Llambías-Posse Saguier, “Código Civil Anotado”, T.I-B p.81 cit. por Cám.Nac.Civ. Sala F, 27/11/2008 “T.,R c/K.,R.A. y otro s/impugnación de paternidad”, elDial-AA4EBA). Y traigo a colación esta jurisprudencia con la que también doy respuesta al agravio que señala la insuficiencia probatoria con la que se admitió la impugnación de la paternidad de P. V. M. D.. Sostuvo esa Sala F de la Cámara Nacional Civil que “la acción de impugnación de reconocimiento tiene por finalidad obtener el desplazamiento del estado de hijo extramatrimonial, para lo cual se cuestiona el reconocimiento por no ser coincidente con el nexo biológico real (Llambías-Posse Saguier  ob.cit. T.I-B p.80) y por lo cual la prueba consistirá en la acreditación de circunstancias positivas que excluyan la paternidad o maternidad biológicas” (Zannoni, ob.cit., p.502 N°1117; trib. y causa cit.).

                      En el caso, la pericia de fs.614/616 y 624 concluyó, luego de reseñar las normas técnicas aplicadas, que se comprobó la compatibilidad genética entre la causante R. D. y J. C. C., por lo que “no puede excluirse al antes nombrado como padre posible de la causante en cuestión. Los cálculos realizados sobre la base de los resultados obtenidos indican una probabilidad de paternidad (W) estimada de 99.999 % y un índice de paternidad (IP) estimado de 101.106. Esto significa que resulta 101.106 veces más probable que el padre alegado sea el padre biológico respecto de que lo fuera cualquier individuo de la población general” (sic, fs.615vta.; arts.253 Cód.Civ. y 384 y 474 C.P.C.). Estas conclusiones de la prueba -consideradas la “probatio probattisima” (conf. jurisprudencia citada por Bilesio-Gasparini en “La aplicación de la teoría de las cargas probatorias dinámicas en los juicios de filiación” en “Cargas Probatorias Dinámicas” p.510)- no han sido válidas y temporáneamente controvertidas, en el marco de la producción bilateral de la prueba de peritos (arts.457, 458, 459, 467, 470, 473 y concs. C.P.C.), toda vez que las objeciones sobre su idoneidad científica se fundan en argumentos vertidos en un informe unilateral acompañado por la demandada  a fs.620/624 cuando requirió se declare la nulidad de la pericia (fs.625/630). Tan es así que el recurrente no pidió explicaciones ni impugnó la ulterior ratificación de la perito oficial de la Asesoría Pericial de La Plata, cuando -en respuesta a sus observaciones fundantes de esa nulidad procesal y en ocasión de agregar el precitado y unilateral informe (fs.620/624)- brindó a fs.664 los fundamentos acerca de los métodos utilizados a fs.664, de lo que se le corrió traslado (fs.665, arts.384, 473, 474 y concs. C.P.C.). Esta Sala receptó la jurisprudencia que predica que para contradecir científicamente los argumentos fundantes de una conclusión pericial “es menester aportar al expediente probanzas de similar o mayor rigor técnico o científico que desmerezcan las conclusiones alcanzadas en el peritaje (conf. arts.386 y 477 C.P.C.; Palacio Lino “Derecho Procesal Civil” T.IV pág.720; cit. por C.N.Civ. Sala E, 31/8/05, “F. Andrea y otros c/Ciudad de Buenos Aires”). O sea para desechar la prueba pericial es necesario contar con la presencia “de elementos de igual jerarquía que los invocados por el perito” (Cám.6ª Civ.y Com. de Córdoba, 21/3/02 “Carreño”, elDial – AAF68; Cám.Fed. de la Seguridad Social, Sala II, 22/12/99 “Manzoni”, elDial – AC139D), o en otras palabras “probanzas de igual jerarquía y rigor científico” (Cám.6ª Civ.y Com. Córdoba, 7/5/2002 “Klepasky de Mansilla”, elDial – AA124E), faltantes en el caso” (esta Sala causa N°48430, 28/03/06 “Correa”). Pero esa prueba en contrario debe ser incorporada y producida en el proceso regular y temporáneamente, en el curso del debate y de la contradicción, conforme el trámite procesal, lo que categórica y asertivamente no es de aplicación para el pretendido informe de parte de fs.620/624 (arts. 384, 457, 458, 459, 470, 473 y concs. C.P.C.)  y sí lo es para la pericia de la oficina pericial que –insisto- tiene plena y completa eficacia probatoria, extrínseca e intrínseca (arts.384 y 474 C.P.C.). En definitiva, lo expuesto conlleva a coincidir con la conclusión de Primera Instancia en torno a la plena validez y eficacia de la mentada pericia oficial que reputa a C. padre biológico de la actora (art.253 Cód.Civ.; arts 384, 474 y concs. C.P.C.).

Por lo demás, y en orden a la prueba testimonial rendida, “los hechos que debe probar la madre (en el caso la actora) que pretende el reconocimiento de la paternidad en cabeza del presunto padre ocurren normalmente en la intimidad, razón por la cual su prueba resulta ‘diabólica’” (S.C.B.A. Ac.97651, 16/12/2009 “G.,A c/S.,R. s/Filiación”, voto en minoría de la Dra.Kogan, pero en doctrina aplicable al caso). En ese marco, los testimonios impugnados en el agravio de H. E. F. (fs.201/202) y de L. N. B. (fs.209/210), conjuntamente con los de H. M. D. (fs.203/204), N. V. de V. (fs.205/206) y R. A. V. (fs.207/208) conforman un sólido bloque probatorio que explicita con detalle que la madre de la actora (“Piti”) “andaba” con “Chichilo” C., con el que pasaban tiempo a solas y en su dormitorio, durante la mañana, siendo que el esposo trabajaba desde las seis de la mañana a las cinco de la tarde, lo que H. E. F.  sabe porque trabajó en la casa (fs.201/202).  Incluso contó que el esposo colocó un grabador bajo el lecho conyugal porque sospechaba del adulterio de la mujer (fs.201/202; arts.384 y 456 C.P.C.). No advierto en este testimonio ningún motivo de supuesta mendacidad que afecta la credibilidad de sus dichos, toda vez que la declarante (que fue repreguntada en la audiencia) relató hechos presenciados (ella abría la puerta de acceso a C.), recalcando que esos sucesos ocurrieron cuando la testigo tenía 19 o 20 años. Corroborando esas manifestaciones, H. M. D. cuenta que les acercaba el mate a la madre de la demandante y a C. en el cuarto donde estaban los dos “en el dormitorio, en la casa”, el que “estaba cerrado y al que ingresaba previo golpear la puerta”. Repreguntada declaró que “la relación adulterina era públicamente conocida” (arts.384. 456 y concs. C.P.C.). Estas declaraciones deben sumarse a los dichos de la vecina que veía entrar y salir a C. (fs.205/206, testigo N. V. de V.) y a las de R. A. V. que le entregó durante algún tiempo posterior y sobreviniente dinero a R. D. por encargo del demandado fallecido, todo lo que da cuenta de lo verosímil que resulta que la existencia de las relaciones sexuales entre los padres biológicos de la actora (art.253 Cód.Civ.; art.384 C.P.C.).

Otro dato relevante es la negativa de C. quien incompareció al Hospital Municipal para prestarse a la extracción de muestras de sangre para realizar el A.D.N. solicitado, según lo da cuenta el perito médico oficial (fs.243 y notificación de fs.241; arts.384 C.P.C.).

Así las cosas, y además del valor probatorio autónomo y autoabasteciente de la pericia biológica practicada sobre muestras cadavéricas, se acopla –con valor presuncional propio- la negativa en vida de C. a prestarse a la prueba biológica y el sólido respaldo testimonial (arts.384, 456, 474 y concs. C.P.C.).

                      La prueba testimonial mencionada y la negativa anterior del causante conforman dos indicios que, correlacionados, confieren por sí solos base probatoria a una prueba presuncional válida ((S.C.B.A. Ac.51205, del 30/8/94, voto de la minoría  -pero en doctrina legal receptable- de los Dres.Hitters, Pisano y Pettigiani en Ac.74701, 19/2/2002 “Vasta Eduardo c/Queremba G.”; esta Sala causa N°51254, 29/12/2008 “C.,M.A. c/C.,L.M. s/filiación”). En este precedente recordaba que Hernando Devis Echandía señala que “es un hecho conocido del cual se induce otro hecho desconocido, mediante un argumento probatorio que de aquél se obtiene, en virtud de una operación lógica-crítica basada en normas generales de la experiencia o en principios científicos o técnicos” (“Teoría General de la Prueba judicial”, T.II, 3ª edición, pág.601; cit. en S.C.B.A. Ac.89299, 23/11/2005 “S.G.B. por su hijo menor S.,M.A. c/T.,L. Filiación”, voto Dr.Hitters, que prohijó unanimidad; en el mismo sentido voto del Juez citado en Ac.85363 cit., 27/9/2008). La inferencia presuncional (esto es, el paso reductivo que va desde los indicios al hecho que se admite) debe resultar ágil, espontánea o intuitiva, porque se trata de una prueba indirecta por la que se llega a la convicción de la ocurrencia de cierto hecho” (en el “sub-lite”: la paternidad alegada), a partir de la comprobación de otros hechos diferentes. A tal convencimiento se llega mediante una operación lógico-crítica (el llamado proceso inferencial), que encuentra su principal apoyo en la experiencia de cómo acostumbran a suceder los hechos, según el curso natural y ordinario de las cosas (en los términos del art.901 del Código Civil)” (S.C.B.A. Ac.97561, 15/10/2008, “Jara, Ramón c/San Nicolás S.R.L. s/Daños y Perjuicios.”, voto unánime del Dr.de Lázzari; en el mismo sentido causa y votos citados Ac.74701 del 19/2/2002 “Vasta”). Y esa certeza, en cuanto resultado probado, ostenta el grado de “convencimiento suficientemente sólido” porque “es correcto sostener que, en los casos de grave dificultad probatoria, el juez debe apreciar el alto grado de probabilidad ... de que los hechos ocurrieran de cierta manera, como también lo es el que debe reunir la mayor cantidad de datos graves, concordantes, precisos, inequívocos, no contradichos, que le permitan inferir una unívoca conclusión, et. En otras palabras: se requiere al juzgador que, a través de pruebas directas o indirectas (como las presunciones), obtenga la certeza (así, sin adjetivación alguna) sobre cómo acaecieron los hechos” (S.C.B.A. Ac.94004, 20-8-2008, “L.de A.c/T.,M. s/Ds. y Pjs.”, voto Dr.de Lázzari; esta Sala causa N°51254 cit.). Y ese convencimiento sólo deriva de que C. no fue a extraerse sangre porque, dado el vínculo afectivo con la madre de la actora, con quien mantenía relaciones íntimas, “tenía algo que ocultar” según expresiones usuales para este tipo y grado de inferencia presuncional.

                      Consecuentemente voto por la confirmación de la sentencia atacada.                                                  

                      Así lo voto.

A la misma cuestión la Sra.Juez Doctora DE BENEDICTIS votó en idéntico sentido.

                      A LA TERCERA CUESTIÓN, el Señor Juez Dr.GALDÓS, dijo:  

                      El agravio en torno a la regulación de honorarios es parcialmente admisible toda vez que los honorarios mínimos que prevé el art.9, apartado I inc.5 de la ley 8904 -para uno de los supuestos de juicios no apreciables económicamente (art.9 cit.)- constituye un “piso” que, en el caso en el que también se promovió demanda por daño moral (fs.15 punto 5.3), conlleva cierto contenido patrimonial que no puede soslayarse (doc.art.23 ley cit.). En efecto, y partiendo de la base de que “la télesis del art.9 de la ley garantiza honorarios mínimos que deben armonizar con las pautas del art.16” (Hitters J. M.-Caro Silvina “Honorarios de Abogados y Procuradores” p.1089; Kielmanovich Jorge “Código Procesal Civil y Comercial de la Nació” T.II p.1490) deben ponderarse las directivas de los arts.16 (en el caso incisos a, b, k) y 23) porque a la acción filiatoria “estricto sensu” se le añadió una acción resarcitoria. En efecto y aunque no medie acumulación autónoma de pretensiones en el sentido que prevé el art.26 de la ley arancelaria, la pretensión de daño que resultó rechazada, le confiere un contenido económico adicional (art.23 ley 8904).

                      Con estas bases corresponde proceder a la revisión de la regulación de honorarios cuestionada de fs.784/785 -practicada en la instancia de origen-.

                       Consecuentemente, regúlanse los honorarios en la siguiente forma:a)Por la acción de impugnación: los del Dr.I. A.E., en la suma de Pesos ... ($ ...); y los de la Dra.G. T., en la suma de Pesos ... ($....); b)por la acción de filiación y daños y perjuicios:: los del Dr.I. A.E., en la suma de Pesos ………………… ($......); y los de la Dra.G. T., en la suma de Pesos …………… ($.......); en todos los casos con más los aportes legales correspondientes y el porcentaje correspondiente al IVA para los profesionales que revistan la calidad de responsable inscripto respecto de aquél gravámen. Asimismo, atento lo dispuesto por el art.31 del Decreto-Ley 8904/77, regúlanse los honorarios por la labor en esta instancia en la siguiente forma: los del Dr.J.M.A., en la suma de Pesos ……………… ($........); y los de los Dres.M.A.C., J.C.V, J.R.D., G.D.D, P.C.de D., en la suma de Pesos ……………… ($.....), para cada uno, con más los aportes legales el porcentaje correspondiente al IVA para los profesionales que revistan la calidad de responsable inscripto respecto de aquel gravamen.
                      Así lo voto.

A la misma cuestión la Sra.Juez Doctora DE BENEDICTIS votó en idéntico sentido.
                      A LA CUARTA CUESTIÓN, el Señor Juez Dr.GALDÓS, dijo:                         
Atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C., corresponde: 1) declarar que no procede ordenar la medida para mejor proveer (art.36 inc.2 C.P.C.); 2) confirmar la sentencia recurrida de fs.777/785 con costas en la Alzada al demandado (G. C. C.) apelante perdidoso (art.68 C.P.C.).3) Regular los honorarios en la siguiente forma:a)Por la acción de impugnación: los del Dr.I. A.E., en la suma de Pesos ……………. ($.....); y los de la Dra.G. T., en la suma de Pesos ………… ($.....); b)por la acción de filiación y daños y perjuicios:: los del Dr.I. A.E., en la suma de Pesos ……………… ($ ………….); y los de la Dra.G. T., en la suma de Pesos …………… ($ …………); en todos los casos con más los aportes legales correspondientes y el porcentaje correspondiente al IVA para los profesionales que revistan la calidad de responsable inscripto respecto de aquél gravámen. Asimismo, atento lo dispuesto por el art.31 del Decreto-Ley 8904/77, regúlanse los honorarios por la labor en esta instancia en la siguiente forma: los del Dr.J.M.A., en la suma de Pesos ………………… ($ …………); y los de los Dres.M.A.C., J.C.V, J.R.D., G.D.D, P.C.de D., en la suma de Pesos …………… ($.....), para cada uno, con más los aportes legales el porcentaje correspondiente al IVA para los profesionales que revistan la calidad de responsable inscripto respecto de aquel gravamen.
                     Así lo voto.

A la misma cuestión la Sra.Juez Doctora DE BENEDICTIS votó en idéntico sentido.
                      Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente:

S  E  N  T  E  N  C  I  A

Azul,  31   de Marzo de 2010
AUTOS Y VISTOS:

                CONSIDERANDO:

Por todo lo expuesto, atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C., 1) DECLÁRASE que no procede ordenar la medida para mejor proveer; 2) CONFÍRMASE la sentencia recurrida de fs.777/785; IMPÓNENSE las costas en la Alzada al demandado G. C. C. -apelante perdidoso-.3) REGÚLANSE los honorarios en la siguiente forma: a)Por la acción de impugnación: los del Dr.I. A.E., en la suma de Pesos ………………… ($.....); y los de la Dra.G. T., en la suma de Pesos …………  ($.....); b)por la acción de filiación y daños y perjuicios:: los del Dr.I. A.E., en la suma de Pesos ………….. ($ ……………); y los de la Dra.G. T., en la suma de Pesos …………… ($.....): en todos los casos con más los aportes legales correspondientes y el porcentaje correspondiente al IVA para los profesionales que revistan la calidad de responsable inscripto respecto de aquél gravámen. Asimismo, atento lo dispuesto por el art.31 del Decreto-Ley 8904/77, REGÚLANSE los honorarios por la labor en esta instancia en la siguiente forma: los del Dr.J.M.A., en la suma de Pesos …………… ($ ………………); y los de los Dres.M.A.C., J.C.V, J.R.D., G.D.D, P.C.de D., en la suma de Pesos ………………… ($ …………), para cada uno, con más los aportes legales el porcentaje correspondiente al IVA para los profesionales que revistan la calidad de responsable inscripto respecto de aquel gravamen. REGÍSTRESE. NOTIFÍQUESE por Secretaría y DEVUÉLVASE. Fdo.: Dr.Jorge Mario Galdós – Presidente – Cámara Civil y Comercial – Sala II – Dra.Ana María De Benedictis - Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala II – Sala II. Ante mí: Dra.María Fabiana Restivo – Secretaria – Cámara Civil y Comercial – Sala II.-----
